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l. IN TROD!JCCIÓ N 

A {raves de la COnl lUlidad Europe<J, denominada desde hace PO(;OS años "Unión 
Europea" , coexiste con los ordenamienros juridicos de los ESlados intebrrantes un 
nuevo ordenamiento jurídico de naturaleza propia. Los tratados de la Comunidad 
Europea han generadu un orden jurídico !')upranacional y en pos de estc los Estados 
han ido limitando sus derechos soberanos en ámbitos l: 4:Ida vez más amplios. No sólo 
los ESlados miembros, sino lambi¿n sus ciudadanos son l(ls st~jclos de derecho de 
c!')tc lluevo orden jurídico supranacionaL 

Al transferir sus derechos de soberanía y ceder espacio a la vigencia y a la apli­
cabil idad directa de la legislaci ón comunitaria. Alemania, a l igual qu~ otros Estados 
integrantes, también ha renunci,uJo a su derecho exclusivo de dominio dentro de su 
territorio l . La const.:cuencia de la aplicab ilidad directa es que las di sposiciones con­
trarias propias del Estado miembro se tornan inaplicabh.;s. La Corte de Justicia de las 
Comunidades Europeas se pronunció tempranamente con respccto él la supremacía 
dt: la legislac ión comunitaria en e l caso d e que se suscite un confliclo con las namlas 
de los Estados micmbros 2 

• El Tribunal Federal Constitucional también reconoció de 
inmediato esta supremacía' . 

El cumplimiento de la legislarióll comunitaria est~ a cargo, en su mayor parte, 
de las autOridades nacionales de los pa íses miL'lllbros; su ejecución es básicamente 
competencia de los tribunales pt;:rtcnecientes a los Estados miembros. Con el objeti­
vo de Idgrar la unit<mnidad de la ap licación y la vigencia, se 4:Isignó a la C011e de 
Justicia Europea sólo aquellas funciones que no pueden ser ejercidas por los tribwJa­
\es nacionales, es decir, la sa lvaguardia del Oerecho en la intt;:rprc lación y en la apli­
cac-ión del Tratado (articulo 164 del Tratado de- Consti tución de la Comunidad Eu­
ropea). Así la COrle de Justicia asume la función de un Tribunal Constitucional de la 
Comunidad. 

V!.:rsión actualiz,¡da y aumentada de un art k ulu publicado en el A11uario de Derecho 
Constituc ional Lminoameri cano 1996. 
Véase BVerfGE 37, 27 1 (280). 58. I (28); 73. 340 (372 ). 
SCllIcn¡;itt TJCE CostalENEL. ap . e 6/64. Rec . 1964, p.tg. 1- 125 1). 

BVo rlGE 31. 145 (174). 
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Ya en el año 1967 el Tribunal Federal Const itucional re1.:onoció esta competen­
cía de interpretación exclusiva de la Corte de Justicia y desestimó por improcedentes 
los recursos de amparo presentados por actos jurídicos llevados a cabo por la Co­
munidad. En estos casos calificó a la Comunidad como tul ordenamiento jurídico 
propio, supervisado por un sislema inherente de protección jurídica. As imismo el 
TriblUlal Federa l Constituc ional rechazó la ampliación (J t.:I perfeccionamienlo de 
este sistema de protección jurídica por la vía de l fuero alemán, ya que es le hecho 
conduciría a un sistema de protc<:ción jurídi ca disímil en los Estados miembros y a 
lUla vigencia dI! la kgislaí.:ión comunitaria carente de unifonllidad4 

. 

Por lo lanto, en función del ambito del sistema de protección jurídica y Uf.: la 
j urisprudencia que compete a l Tribunal ConslitucionaL este concluye que la ConSli­
rución alemana de 1949 está abierta a la integración europea~ y a que la República 
Federal de Alemania participe en la integración europea así como que en el curso de 
esta participación se hayan transferido los dcr~chos de soberanía a una organi zación 
supranacional , la Comtuüdad Europea. El ingreso a una comunidad intcrestata l ticne 
por consecuencia que el miembro de esta queda sujeto a sus decisiones. Por otro 
lado , el resullado de la transferencia de los dcre<:hos de soberanía es que su sa lva­
guardia y su ejercicio ya no depende siempre de la voluntad del F~tado miembro. 

Al incorporar a la interpretación del "arti clIlo de integración'! de la Constitución 
a lemana la doctrina desarrollada por la C0I1e de Justicia Eurupea eon res pecIO al 
carácter autónomo de la legislación comunilari a y'a la supremacía de ésta freme a la 
legislación nacional , se evidencia la primera influencia de la intcrprclación de la 
Constinlción alemana por parte de la legislación de la Comunidad Europea y la ju­
ri sprudencia de la Corte de Justicia Europea. En los tratados de constitución de la 
Comunidad no figura una sóla palabra acerca del carácter autónomo y de la supre­
macía de la legh¡lación y del derecho de la Comunidad. 

Sin embargo, queda planleado si la supremacía de la legislación comunilari a es 
vá lida frente a lodas las demás disposiciones de la Constitución. Esta c ircullstan<: ia 
generó rápidamente lUla controversia en el ambito de la protección de los derechos 
fundamental es. 

J[. ¿PROTECCIÓN NACIONAL O EUROPEA DE LOS DERECHOS f UN DA­
MENTALES? 

Con la creciente densidad de reglamentaciones de la legislación secundaria de la 
Comunidad Europea y con la utilización de las competencias cada vez mús amplias 
por parte de los órganos de la Comunidad. máxime con la promulgac ión de regla­
mentos y directi vas relacionadas con la culminación del mercado intemo, Jos Esta­
dos miembros manifestaron mayor ¡nteres por una protección de los derechos fun­
damentales, garantizada por la legislación comunitaria. Los tratados de constitución 
de la Comunidad Europea no contienen una enunciación de derechos fundamenta les. 
Sin embargo, a medida que el alcance y la mayor profundiznción de la legislación 
comunitaria se ha ido extend iendo a los ordennmientos jurídicos naciona les y a la 
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llVe,fGE 22, 293 (296). 

Sobre la apertura a la integración internacional vease Ch ri stian TOM USCII,\T. Die Ellts­
eheid\mg für die intemationale OIIt:nhcit. en: Josef ISFNSF.E/p . K rK(,'JllIo l'. Handbuch des 
Staatsrechts, VO. 7, 1992, p. 486 Y sp. 



coLidianeidad de los ciudadanos europeos, la exigencia de una protección jurídica de 
los derechos fundamentales a nivel comunitario fue cada ve;?, más imperiosa6

. Un 
sistema incompleto de protección jurídica comunitaria cuestionó con efecto retroac­
tivo la supremacía ilimitada de la legislación comunitaria. 

En el año 1974 se produjo la primera conFrontación cuando el Tribunal Federal 
Constitucional hizo reserV<l en la sentencia denominad<l "Solange 1" ("en tanto 
que")! de la revisión de la legislación comunitaria con respecto a la compatibilidad 
con los derechos rundamentah:s de la Constitución ah:mana. En este caso, el Tribu­
nal ¡;ederal Constitucion<ll se encontró ante una situación que lo obligaba a aclarar la 
relación entre las garantías de los derechos fundamentales de la Constitución alema­
na yo" los preceptos de la legislación comunitaria secundaria, cuya ejecución está a 
cnrgo de las autoridades administrativas de la República Federal de Alemania. En 
esta oportunidad el Tribunal cuestionó la supremacía de la legislación comunitaria 
con respecto al Derecho Constitucional alemán y arribó al resultado de que en tanto 
que ("solange") el proceso de integración de la Comunidad no haya llegado hasta un 
grado de desarrollo tal que el Derecho Comunitario contenga también una emunera­
ción de derechos fundam!:ntales y se ajuste a la enumeración de derechos fundamen­
tales de la Constin¡ción alemana ("Grundgesetz"), es procedente e incluso obligato­
ria la presentación del recurso de control n0n11ativo ante el Tribunal de Garantías 
Constitucionales por parte de cualquier Tribunal de instancia de la República Fede­
ral de Alemania, siempre que éste considere inapltcable el precepto relevante para su 
decisión, tal como es interpretado por dicho Triblmal de Justicia, debido a que afecta 
a los derechos fundamentales el!: la Constitución alemana ("Grundgcset7.")"~ . 

Si hien la argumentación de esta sentencia cuestiona el principio de supremacía 
C01110, finalmente, también la legitimidad democrática de la Comunidad, tiene la 
"utilidad objetiva" de haber llamado poderosamente la atención con respecto al 
problema de la protección de los derechos fundí:lmentales en la Comunidad Europea 
y de haber producido "una relación de tensión fructífera y de inf1ujo recíproco entre 
los Tribunales d!: Garantías Constitucionales nacionales y la Corte de Justicia de la 
Comunidad"') . 

Lu!:go de una vacilación inicial y al tomar conocimiento de que la protección de 
los derechos fundamentales forma parte de las características esenciales de una co­
munidad jurídica autónoma, y como reacción frente a las reservas del Tribuna! Fede­
ral Constitucional. la Corte de Justicia Europea reconoció paulatinamente, que la 
salvaguardia de los derechos fundamentales fonna parte de los principios jurídicos 
generales de la Comwúdad 10

. Sólo al celTar el sistema jurídico con respecto a los 
derechos fundamentales la Comlmidad Europea se transformó en una figura con 
carácter de estado de derecho. 

'" 

La hihliografia de esta exigencia es inabarcable, Véase la bibliografia citada en Hans 
WI:RNLR RI-:N(iU,ING, Grundrechtsschut7 in der Europaischen Gemeinschaft, München 
1993, pp. XVII Y sp. 
nVerfGE 37. 271 (285) 

Ihid. 
Véase Jürgen SCll\VAR1L Das Vcrh¡Htnis van deutschcm Verfassungsrecht und europais­
chcm Gemcinschaftfsrccht auf dem G~biet des Grundrechtsschutzes im Spiege! der 
ji.ingstcn Rcchtssprechung, EuGRZ 1983, pp. 117 Y sp. 

Sentencia TJCE de 12 de noviembre de 1969, ap. e 29/69, Ree. 1969, pp. 419 Y sp. 
(425). 
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A continuación se explicará el estándar de derechos fUrH.lamentalcs alcanzado en 
la Union Europea y la influencia que ejerce sobre la interpretación de la relación de 
la Corte de Justicia Europea con respecto a los Tribunales Constitucionales naciona­
les. 

IIl. LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES POR LA 
CORTE DE JUSTICIA LJE LA UNIÓN EUROPEA 

Los tratados de constitución de la Comunidad Europea no establecen una enuncia­
ción de derechos fundamentales, ni siquiera hacen una referencia genérica a estos. 

Esto es muy comprensible, dadas las circunstancias políricas en las que se creó 
la Comunidad y la falta de confianza de sus fundadores para penetrar en tcnenos 
reservados a la política 11 . 

Durante los primeros años de actividad, la Corte de Justicia Europea se rehusó a 
basar sus resoluciones en los derechos h.l11damentales de las Constituciones nacio113-
les12

• Fue la época en la que la Corte de Justicia dictaha sentencias sobre y en base a 
la supremacía y aplicabilidad directa de la legislación comunitaria. Con las mismas 
establecía los principios de vigencia directa de la legislación comunitaria en los 
Estados miembros y de un tribunal intemacional pasó a ser un tribunal supranacional 
con competencias de garantías constinlcionales. 

El reconocimiento de las libertades fundamentales del Tratado de la Comunidad 
Europea como Derecho de aplicación directa, al que cada individuo tiene derecho de 
invocar, tiene carácter de garantía idéntica a un derecho fundamental. En la medida 
que las libertades fundamentales constituyan declaraciones y objetivos programáti­
cos que requieren contenido, sus funciones son similares a los derechos fundament3-
les 13

. La libre circulación de personas en el sentido de la libre circulación de traba­
jadores, de la libertad de establecerse y de la libertad de prestación de servicios 
otorga al ciudadano un status jurídico del que goza en todo el telTitario de la Comu­
nidad. No obstante. estas libertades fundamentales no son adecuadas para limilar a 
los órganos cOI11tmitarios en el ejercicio de sus ¡¡lCultades mediante una vinculación 
jurídico-constitucional. Se trata de libertades fimdamentales en el sentido de dere­
chos públicos subjetivos, pero no son verdaderos derechos fundamentales. 

Una vez que se hizo oír la creciente crítica nacional a raíz de la negativa de la 
Corte de Justicia Europea de incorporar los derechos fundament<lles a sus paráme­
tros de revisión, ésta integró derechos fundamentales al ordenamiento jurídico de la 
Comw1idad mediante su jurisprudencia, creando de esta fOlma dere¡;ho. En la reso­
lución "Stauder,,14 , denominada así por el apellido del demandante, al afirmar: "En 
esta interpretación la nonna contenciosa no contiene ningún clem¡;nto que pudiese 

" 
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Véase Gregario Robles MORCHON, Los Derechos Fundamentales en la Comunidad Fu­
ropea, Madrid 1988, pp. 25-31. 

Sentencia TJCE, STORKlHoHE BEH(lRDE, ap. 1/58, Rec. 1959, pp. 43 Y sp. (64); Senten­
cia TJCE, RuhrkohleJVerkaufsgesellschaft/llohe I3ehéirde, ap. 40/59, Rec. 1960, p. 885 y 
Sentencia TJCb: SgarlatalKommission, ap. 40/64. Re\.:. J 965, p. 295 Y sp. 

Rudolf STREIN7., Hundesverfassungsgerichtlicher Grundrechtsschutz und Europ¡¡jschcs 
Gemeinschaftsrecht, Baden-Baden 19H9, p. 43 Y Ingolf PI·:RNICl:, Grundrechlsgt:halte im 
Europaischen Gemeinschaftsrecht. Fin Beitrag zum gerneinschaftsirnrnanenten Gnm­
drechtsschutz durch den Europaischen Gerichtshof. Baden-Baden, 1979, pg. 65 Y sr. 
Sentencia TJCE, ST.A.UDER, ap. 29/69, Rec. 1969, p. 419. 



cuest ionar los derechos funda menta les de las personas que integran los principios 
){f!I1i!rales del ordenamien/o comuni/ariu, cuya salvaguardia está a cargo de esta 
Curte", la Corte de Justicia evidencia por p rimera vez Su enfoque dogmático dirigido 
al desa1Tol lo de los derechos fundamentales comunitarios. En este caso, la Corte de 
Justic ia adopta el com:l:ptu de principio s. jurídicos generales, comunes a los ordc­
n al11icnt o~ jurídicos de los países miembros, que sólo se cmuneran expresamente en 
el !\rt. 215 , inciso 2 del Trmlldo de la Comunid;,¡d El:onúmi ca Europea a los tines de 
la responsab ilidad cx tracont ractual. 

Mient ras que en el ca:->o "StauJer" la Corte de Justi c ia idenrifica a los pri nc ipios 
jurid icos gcnerales como fuente de la protección de lus d t:rcchos fundamenta les. 
recién dos mios después responde en e l CIISO " Intcrnntiona le Hande lsgesellschaft" 
(Sociedad de Comercio l!lt~!11acionar,)l~ a la pregunta acerca del metodo de gene­
meión del Derecho: 

"La vigel/ciu Ilr/ifi;rme de /a leg is!ucirJlI (,'o lllunilurú¡ se veriu afectada si las 
resoluciones acerco de la validez de acciones de los ór!!.anos de la Comuni­
dad se basaran en normas o ,}rincipios de IJerecho nacional. La validez de 
esos aClos sólo puede juzgarse cun aplicación de la legislucifm comunitaria, 
yu qlle el Derecho creado por el Tratado y llue, por lo tanto, emana de lino 
fuente de Derecho alll/moma, no Pllede es/al' precedido, precisamente dehido 

'u .1' 11 au!oí1on¡ia, por tlorlllOS legales introe~'/a/a¡es de cualquier lip o, ya que 
d e: ulru modo se desconocería Sil carúcter eh: Derecho comunitario y se 
cues rioJ/urÍa eljill1domenro legal d e la Comunidad en sí misma. Por lo tanto, 
no puede verse qfeclada la validez de 11110 acción comunitaria () su vigemciu 
en 1111 Es/ado miembro cuondo se reclama lan/o la vulneración de los dere­
chos jimdamenloles en .nI configuración Olorgada por la ('onsliludón de ese 
t.,sladu u bien de los principios eslrm:fllrulc:s dI! las Constituciones naciona­
les . No obstante, se deberá revisar si se ha ignorado l/na garantía comunita­
ria (orrespondientl!, yo qlle la ohservancia de los derechos jundwnentale.l' 
jUrl/w parte de los princip ios jllridicos gel1f:!mh:s , cuya salvaguardia estú a 
curgo de la Corte de Justicia. Si hien la garal1lío de estos derechos dehe es ­
lar sus tentada por Icl.\' tradiciones constitucionales comunes, también debe 
il1/egrarse u la es/rlle/ura ya los objelivos de lu Cumunidad. " 

Para la aplicación del Derecho la Corte de J usticia decidió adopt¡lf un método de 
Derecho comparado. ESll.: método somete a todas las Cunstitucioncs de los Estados 
mil:mhros a un análisis va lorativo, sin excl uir una orientación en la so lución dcgida 
por uno de los Estados miembro. Luego se eva lúa si el resultado ob tenido por esta 
via del Derecho comparado es incompatible y. en consecuencia, inaceptab le para la 
Constituc ión de alguno de los Estados miembro ' 6

. Este control negativo se basa en 
el t:s fuerzo de la COfte de Justi cia Europ ea para garant iza r un estándar de derechos 
fundamenta les. que excl uya las contradicciones frente a los requisitos obligatorios de 
las Constilllcioncs 17 . En un ilúolme de In Comisión de Derecho de l Parlamento 

" 

" 

Sentencia TJCE, Int\!Olationak Handelsgesell schaft, í.lp . e 11/70, Rec. 1970. pp. 11 25 Y 
, p. ( 11 35). 

Véase STRl::I t\L op. cit. pg. 43 ]-432. 

Así lo señala PI'SCATOR E. quien ha participado como juez en las semencia N OLD y 
HAUER (dcr als Riclll er an den Entscheidungcn NOLD und IIAU F.R mitgewirki hat:) Véase: 
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Europeo esta característica esencial del método de aplicación del Derecho se fonuu­
la acertadamente con la exigencia de que ""la legislación comunitaria a surgir no debe 
ubicarse por debajo del umbral de protección que es considerado esencial en un 
Estado miembro,,18 . 

No obstante, este estándar máximo de derechos fundamentales no debe transfe­
rirse sin adaptación algwla al nivel de la Comunidad. El hecho de que los derechos 
nmdamentales reconocidos deban "integrarse a la estructura y a los objetivos de la 
Comunidad, constituye LUla barrera para una transferencia de estas características. 
Esta limitación presupone la apertura de las Constituciones nacionales hacia la Co­
mwudad 19 , que ya ha sido decidida por los Estados miembros. Esta barrera también 
se opone a una ampliación abusiva de los derechos fundamentales por partt: de los 
Estados miembros, orientada al aprovechamicnlO dd estándar máximo para contra­
m.:star obligaciont:s jurídico-comunitarias. 

En el año 1974. en el caso "Nold",J(I, la Corte de Justicia perfeccionó su método 
de aplicación del Derecho. ya que incluyó como fuente de conocJmiento los Tr<llados 
internacionales, a los cuales se había adherido la totalidad de los Estados miembros. 
En este caso se trataba de la Convención Europea de Derechos Humanos, cuyo con­
tenido material fue tomado como parámetro para la legitimidad de la acción de los 
órganos comunitarios. En el caso "Rutili,,21 la C0I1e de Justicia mencionó la Con­
vención Europea de Derechos Humanos por primera vez en forrna expresa y como 
potencial parámetro de evaluación. Sin embargo. 'la Convención Europea de Dere­
chos Hmnanos no posee aplicación directa en la legislación comunitaria, sino que 
"sólo aporta referencias" o "puntos de orientación detemlinantes":>:> parn la nplica­
ción del Derecho. El Al1. F del Tratado de Maastricht, que establece que la Unión 
debe observar los derechos fundamentales emanados tanto de la Convención Euro­
pea de Derechos Humanos como de las tradiciones constitucionales comunes de los 
Estados miembros, tampoco modifica la aplicabilidad sólo mediata de esta Conven-

" 23 cton 
En la sentencia del caso ··Hauer":>.J , en la cunl la C0I1e de Justicia reconoció i1 b 

propiedad como WI derecho fundamental digno de protección jurídica. confinnó y 
perfeccionó su jurisprudencia sobre los derechos fundnmentales. En panicular extra­
jo de- las tradiciones constitucionales de los Estados mic11lhros el principio de b 
proporcionalidad como una limitación al poder comunitario y, por lo tanto, se apro­
ximó a la jurisprudencia constitucional alemana. 

'" 

23 

24 
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Piene PESCATORF , Del" gerichtliche Schutz der Grundrecbte, Bericht lInd Rechtslage in 
der Gemeinschaft beim VII. Intemationalen Kongre/3 Liber europaisches Recht. 1.1Ixern­
burg 1975. p. 29. PESCATORE, Les exigences de la démocratie et la légitimité de la Co­
nnmauté Européenne, CahDrEur 10 (1974), pg. 512 Y sp 

Informe del delegado (Abgeordneten) Jozeall-Marigné, EP-Dok.297il972-l973. NI'. 19 

Intemationale Handelsgesellschaft, cit. Rec. 1970, p. 1135. 

Sentencia TJCE, NOLD, ap. 4/73, Rcc. 1974, p. 491 Y sp. 

Ap. 36175, Ree. pg. 1219 Y sp. 

Véase SCIIWARZL Dcr Schutz der Grundrcchtc in der Europa¡schcn Gemcinschaft, 
EuGRZ 1986,297; Hans-WERNER RENGELlNG, Grundrcchtsschutz in der Europaischcl1 
Gemeinschaft, Münchcn 1992, p. 185. 

Véase RFNGFI.INCi, op.cit., p. 185. En su opinión 2/Y4, 28.3.1996, el T.!CE negó la po­
sibilitad para la Uníon de adherirce a la convención bajo el !"ratado actua1. 

Sentencia TJCE, HAliF.R , ap. 44179, Ree. J979, p. 3727. 



Mediante estos fallos la Corte de Justicia estableció el principio metodológico 
para la pruiccción de lus dercehos J"undamentales en el marco de la Comunidad Eu­
ropea. Sobre esta platafonna demarcó el ámbito de protección de numerosos dere­
chos fundamentales con su creatividad jurisprudencia\. Por ejemplo, se reconocen 
los derechos fundamentales típicos de una asociación económica, es decir. la libertad 
de profesión y de propiedad25 

, la libertad de contratación2f
, o la libertad de acceso al 

trabajan. Asimismo la Corte de Justicia confirmo también derechos fundamentales 
que no están relacionados tan directamente con la actividad económica. Vinculado 
eon la lihre circulación establecida en los tratados , elaboró el derecho a respetar la 
vida familia/R. Sustentado en el Art. 10 de la Convención Europea de Derechos 
Humanos, reconoció la libertad de opinión como un derecho fundamental digno de 
protección2

'1, lo cual tiene especial signi ficado en el ámbito de la publicidad comer­
cial. En ocasión de tener que evaluar si la selección de personal destinado a trabajar 
por la Comunidad puede realizarse en la kcha de una lCstividad de la religión judía, 
también incluyó la libertad de culto en el ordenamiento jurídico comunitario JO 

• 

Una comunidad jurídica no sólo se destaca por la protección de los derechos 
fundamentales, sino también por principios jurídico-estatales generales para la ad­
minislración. La Corte de Justicia los garanliza, si hien no se trata de derechos fun­
damentales subjetivos en el sentido de derechos de defensa contra el poder comuni­
tario. Se reconoce expresamcnte el principio de sometimiento a la ley por parte de la 
administración y el principio de protección de la-confianzao1 . Asimismo la Corte de 
Justicia Europea incorporó los principios de seguridad jurídicaJ1 y de la conducta 
debida al ordenamiento jurídico cOIllllIütario .1 .1 ("fair triar'). 

Debe mencionarse especialmente el derecho a una protección jurídica efectiva. 
Su reconocimiento constituye un mode lo característico y particular del perfeccio­
namiento jurídico en el ámhito de los principios jurídicos generales de la Comuni­
dad'>" . La Corte de Justicia estableció tempranamente que la protección efectiva del 
status jurídico individual, otorgado por la legislación comunitaria, constituye un pilar 
del principio de aplicabilidad directa del Derecho comunitario". La protección 
jurídica efectiva también requiere, por 10 tanto, la existencia de una vía jurídica­
procesal para el control judicial de medidas estatales que producen un efecto restric­
tivo sobre las libertades establccidas en el Tratado. La obligación comunitaria de una 

21 

28 

JO 

~ I 

¡bid 

S<:n\encia TJCE, Nnul, cit. Rec 
Sentencia TJCt, Ht-:YU·:NS, ap. e 222/1)6, Rec. 1(1)7, p. 4097. 

Sentencia TJCE, Kommission/Bundesrepublik Deutschland, ap. 249/86, Rec. 1989, p. 
1263. 
Véase sólo Sentencia TJCE, Oyowe y Traore, ap. 100/88, Rec. 1989, p. 4285; Sentencia 
TJCE, ERT, ap. 260/89, Rec. 1991 , p. 2925, Rond van Adverteerders, ap. 352/85, Rec. 
¡ 988. p. 2085. 

Sentencia TJCE, PI{i\!S, ap. 130/75. rec. 1976. p. 1589. 

Véase por ejemplo la Sentencia TJCL KÜNRKL ap. 117/83, Rec. 1984. p. 3291. 

Sentencia TJCE, CiNElU..lUlc, ap. 60 y 61/84, p. 2605 (Rec. 1985). 

Sentencia TJCE, PRrTAsTAINCi , ar. 98/79, Rec. 1980, p. 691. 

Un análisis profundo se puede encontrar en IGLESIAS, Der Gerichtshof der Europais­
chen Gcmcinschaft ab Vcrfassungsgcricht, EuR 1992, pp. 237 Y sp. 

Scnfcnciíl TJCE. van GE:"lD & Loos, ap. 26/62, Rcc. 1963, pg. 1 Y sp. 
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protección jurídica efectiva está dirigida. en particular. a los estados miembros que 
aplican el Derecho de la Comunidad Europea. 

en el fallo "Francovieh,,36 los jueces mediante su jurisprudencia, sin preceden­
tes hasta ese momento. crearon el principio de protección jurídica electiva. Rasada 
en los principios de la aplicabilidad directa de la legislación comunitmia y la obli­
gación de una protección jurídica efectiva, la Corte de Justicia derivó el principio de 
responsabilidad de Jos Estados miembros por daños rnatcrialcs causados a sus ciuda­
danos por incumplimiento por pm1e del Estado respectivo de las obligaciones ema­
nadas de la legislación comunitaria, aun cuando la legislación nacional sobre respon­
sabilidad estatal no prevea este derecho. Esta sentencia es muy controvertida porque 
excede claramente el marco del perfeccionamiento jurídico por parte de los jueces 
aceptado hasta el presente 37 

. 

Visto desde el aspecto de la influencia recíproca de la jurispmdencia del Tribu­
nal Federal Constitucional y de la Corte de Justicia Europea, el desalTollo de un 
estándar jurídico-comunitario de derechos fundamentales a nivel europeo, descrito 
precedentemente, muestra claramente la interacción: luego de incorporar la doctrina 
de la supremacía de la legislación comunitaria, el Tribunal Federal Constitucional 
retiró la respectiva pretensión de validLZ ue la Cunstitución alemana. Cuandu ubser­
vó desarrollos erróneos causados. por un lado, por competencias crecientes y los 
COlTcspondienles actos jurídicos de la Comunidad y. por otro lado. por la protección 
de los derechos fWldamentales considerablemente relegada en comparación con el 
estándar nacional, colocó nuevamente en primer plano la pretensión de vali(h:;r. de la 
Constitución alemana. Este hecho obligó a la Corte de Justicia Europea a elaborar 
una lista no escrita de derechos fundamentales de carácter jurídico-comunitario y', 
aunque no lo haya manifestado, procuró especialmente que esta enumeración de 
derechos fundamentales no quedara rclcgada al nivel de protección de los derechos 
ftmdamentales de la Constitución alemana. Por su parte, el Tribunal Federal Consti­
nlcional ha honrado esta evolución, favorecida considerablemente por una designa­
ción parcial de nuevos jueces, y retiró nuevamente su pretensión de control Il"ente a 
la legislación comunitaria, ante todo en el caso de diversos obiter dictados en deci­
siones que no afectaban directamente la legislación comunitaria y despucs en la 
resolución conocida como "Solange II" {"en (anta que 11") (12 años después dd 
fallo "Solange 1',)38, diciendo: 

"La Corte de Justicia de las Comunidades Europeas es juez establecido por ley 
en el sentido del artículo lO! de la Ley Fundanlent<:il ("Cjrundgcsctz"). Es UIl órganu 
jurisprudencial soberano constituido en virtud de los tratados de constitución de 1<1 
Comunidad, que toma sus decisiones. en prillcipio definitivas. sobre la base y en el 
marco de competencias y procedimientos establecidos normativamente. El Derecho 
Procesal de la Corte de Justicia cumple las exigencias en materia de procedimiento 
de ausencia; garantiza especialmente el derecho a ser oído, las posibilidades procesa­
les de ataque y de defensa adecuadas al objeto del procedimiento y la asistencia de 
perito elegido libremente." De allí el Tribunal llega a la conclusión de que "'en tanto 
que las Comunidades Europeas y. especialmente. la jurisprudenciCl de la Corte de 

3S 

46 
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Justicia de las Comunidades garanticen en forma general la eficaz protección de los 
derechos fundamentales frente al poder soberano de las Comunidades, y esa protec­
ción sea equiparable en lo esencial a la exigida como irrenunciable por la Ley Flm­
uamental ("Grundgesetz"). sobre todo en lo que se refiere al contenido esencial de 
los derechos fundamentales, el Tribunal Federal Constitucional no ejercerá su juris­
dicción sobre la aplicabilidad del Derecho comunitario derivado que se invoque 
como fundamento jurídico de actos propios de tribunales o autoridades alemanas (. .. ) 
y. por consiguiente, no controlará más ese Derecho con aplicación del parámetro de 
los derechos fundamentales de la Ley Fundamental ("Grundgesetz"); por lo tanto, las 
cuestiones pel1inentes planteadas a título prejudicial ante este Tribunal son improce­
dentes"l'! . 

La resolución formula una solución procesal del conflicto de la legislación co­
munitaria secundaria con derechos fundamentales de la Ley hmdamcntal 
("Grundgesetz"). Se designa como juez natural a la Corte de Justicia Europea y el 
Tribunal Federal Constitucional se retira dt!l t!jercicio de la judicatura como demos· 
tración de "disposición a cooperm y confianza en la Corte de Justicia Europea para 
garanlizar los derechos Ilmdamcntales""¡o. No obstante, la resolución también con­
tiene una declaración material sobre la aplicación sin restricciones de derechos fun­
damentales nacionales: los derechos fundamentales comunitarios poseen supremacía 
de aplicación con respecto al poder comunitario. Los derechos fundamenta.les nacio­
nales no se aplican en tanto no se lesionen las estructuras que sustentan la Ley fun­
damental ("Grundgesetz"), en particular en el ámbito protegido por el ArL 79, inciso 
3 de la Ley Fundamental. Este artículo garantiza la ilU11Utabilidad del contenido 
esencial de los derechos fundamentales y de los principios estructurales estatales. 

Mediante esta subordinación procesal condicionada, el Tribunal Constitucional 
salvaguardó el principio de supremacía de la legislación comunitaria; no obstante, 
este retiro de la función de magistrado se opone a la vinculación de los tribunales al 
Derecho y a la ley, según el Art. 20, inciso 3, de la Ley Fundamental 
("Grundgesetz"). En la medida que un tribunal posee competencia, está obligado a 
resolver y no puede realizar concesioncs"¡¡ . Mientras quc la Corte de Justicia Euro­
pea respondía a la confianza brindada con una mayor ampliación de la jurispruden­
cia acerca de los derechos fundamentales, no enmudecieron en la bibliografía los 
pedidos de revisión del fallo "Solangc Ir ', porque no quedara aclarado si el Tribunal 
Federal Constitucional asumiría su función de control con aplicación del parámetro 
de los derechos fundamentales alemanes sólo en el caso de que la protección europea 
de los derechos fundamentales disminuyera, en general. a un nivel insatisfactorio, 
sino en el caso aislado de que la Corte Europea de Justicia no corrigiera una vulne­
ración grave a los derechos fundamentales. En la sentencia "Solange I1" el Tribunal, 
en realidad, renunció a su función dc control y no sólo ponderó la restricción proce­
sal. El Tratado de Maastricht y los recursos de amparo presentados contra su ratil1-
cación permitieron W1a revisión, si no completa, <JI menos UI1<J revisión parcial. 

BVcrlGE 73, p. 339,340. 
Véase Paul KIRClIIIOI·, Ciegemvartsfragen an das Gnmdgesetz, JZ 1989, pp. 452 Y sp. 
(454). 

Véase al respecto lJlrich EVErO.ING , BVerfG und FuGH nach dem Maastricht-Urteil, en: 
RANDELZHOFER/SCHOLIJW1LKE (ed.) , Gedachtnisschrift fiir Eberhard GRABlrl, Mi.i.nchen 
1995.p.61. 
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Los recursos de amparo presentados por un ex integrante de la Comisión de la 
Comunidad Europea y cuatro diputados del Parlamento Europeo que se dirigieron al 
tribunal en su calidad de ciudadanos de la República Federal de Alemania brindaron 
a éste la posibilidad de expresarse con respecto al estado de la integración europea, 
en cuanto el mismo está determinado por el Tratado de Maastricht42 

. Este proceso 
desarrollado ante el Tribunal Constitucional se convirtió al mismo tiempo en un foro 
sustitutivo para el debate politico. que en otros países integrantes de la Comunidad 
se llevó a caho en forma de referéndum. Los recursos de amparo estaban dirigidos, 
por un lado, contra la ley de aprobación del 28.12.1992 del Tratado sohre la 1 Jnión 
Europea (EU V) y, por otro lado, contra la ley modificatoria de la Ley fundamental 
("Grundgesetz") del 21.12.1992, cuyo objetivo era asegurar constitucionalmente la 
participación de la República Federal de Alemania en la concreción de la Unión 
Europea. Debido a la aceptación de la República Federal de Alemania del Tratado 
de la Unión las partes querellantes se consideraron menoscabadas en sus derechos 
fundamentales y. en paJ1icular. en su derecho cívico de la garantía constitucional del 
derecho electoral. Asimismo censuraban la vulneración del principio democrático, 
del Estado social y del Estado federal. 

Con excepción del recurso de amparo por la vulneración del derecho electoral. 
establecido en el Alt. 38, el Tribunal Federal Constitucional rechazó todos los demás 
recursos de amparo por improcedentes. Consideró procedente el recurso de amparo 
basado en el Art. 38 pero. sin embargo, no lo fundamentó. La revisión de los trata­
dos de la Comunidad mediante el Tratado de Maastricht no implicó una disminución 
considerable del estándar de derechos fundamentales. No obstante, el Tribunal Fede­
ral Constitucional aprovechó esta oporttmidad para una nueva inflexión en la que, si 
bien no renuncia a su fó¡mula "Solange II" ("en tanto que Il"), la modifica conside­
rablemente Y' continna su competencia general para garantizar los derechos funda­
mentales. De ahora en más pretende ejercer esta jurisdicción en una relación de 
cooperación con la Corte de Justicia Europea. En la sentencia queda expuesto que la 
Corte de Justicia Europea garantiza la protección de los derechos fundamentales en 
cada caso y en la totalidad del tClTitorio dc las Comunidades Europeas y, por lo 
tanto, el Tribunal Federal Constitucional se limita a una garantía general de los es­
tándares inderogables de derechos fundamentales en el territorio de Alemania Fede­
ral4

, • Dicho de ~otro modo, el Tribunal se reserva una competencia residual para el 
caso de un déficit general de protección"4 y posiblemente para instrumentar una 
corrección en casos aislados. En relación a esto. el Tribunal menciona que la "Corte 
de Justicia Europea y, en cualquier caso, el Tribunal Federal Constitucional ofrece 
protección de derechos fundamentales". De hecho parecería que el Tribunal Federal 
Constitucional estaría dispuesto a funcionar en cada caso como última instancia. 
mientras que la "relación de cooperación". invocada tantas veces, parece mús bien 
una "relación de control". 

En tal sentido. el Tribunal Federal Constirucional amplía el concepto de la 
"posible intervención del poder púhlico en los uerl'chos fundamentales", concepto 
que el puede revisar. Mientras que antiguamente se negaba a revisar actos soberanos 
de la Comunidad Europea. ya que estos no serían actos ue poder púhlico en el senti­
do del Art. 93, inciso 1, Nro. 4 a, de la Ley Fundamental ("Grundgesetz"), de ahora 
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en adelante cada acto de poder soberano y público que intervenga en los derechos 
fundamentales, independientemente dl' que lo ejercan titulares de soberanía alema­
nes o titulares de soheranía de la Comunidad, será rcvisado en última instancia por el 
Tribunal federal Constitllcion<ll~:í. En el Lll10 "Sol<lnge 1" ("en tanto que I") el Tri­
hunal Federal Constitucional se limitaba a la revisión incidental de la legislación 
secundaria de la Comunidad l:1l d caso dl: aplicación por parte de las autoridades 
alelllanas. 

Lsta modificación está basada. por últilllo, l:Il un planteo razonable de que el 
Estado alemán no puede ser liberado de su obligación de protección frente a los 
ciudadanos mientras que la Comunidad supranacional siga sustentada por los Esta­
dos miembros y no se haya transformado l:11 un Estado propio. 

IV. LA LEGITIMACIÓN DEMOCRÁTICA DEL PODER COMUNITARIO 
- I.iMITES IlLl. DI:SARROLLO AUTÓNOMO DE LA INTEGRACIÓN 

Rasado en el carácter de la Unión Europea de estar sustentada por Estados miembros 
y' no de estar mismo un Estado federal, el Tribunal Federal Constitucional concluyó 
que la Unión requiere la legitimación democrática que deben otorgar. en primer 
lugar. los parlamentos nacionales~¡' . De allí deriva también la consecuene,ia de que 
los parlamentos nacionales deben conservar funciones y facultades importantes, al 
menos mientras que no se hayan consolidado esencialmente los fundamentos demo­
cráticos de la {Jniún. Dicho con otras palabras, la transterencia de competencias a la 
Unión se limita hasta que el Parlamento Europeo, degido en fonna directa pero 
limitado en sus competencias, se convierta en el verdadero "legislador" de la Co­
munidad. Actualmente y durante un tiempo previsible. Europa contará solamente con 
una "Constitución parcial" que se comptementa con las Constituciones de los Esta­
dos miembros de la Unión, 

Esta jurisprudencia del Tribunal federal Constitucional demuestra la clara reac­
ción frente a una tendencia de la Corte de Justicia Europea. que ya se observa desde 
hacl: algunos alIOS, de lograr avances determinantes en la integración a través del 
perfeccionamiento jurídico realizado por la jurisprudencia, es decir, por medio del 
"Derl:cho creado por los magistrados". Dado que la Corte de Justicia Europea recu­
rre a la doctrina de "implicd powcrs" y de ·'effet utile',47 y. por 10 tanto, a la interpre­
tación del contenido básico de los tratados. el Tribunal Federal Constitucional con­
sidera que es evidente lUla interpretación modificatoria del Tratado. En su opinión, la 
interpretación modificatoria dd Tratado ya no está cubiel1<l por la ley alemana de 
<lprobación de los tratados europeos de constitución y. en consecuencia, vulnera la 
Constitución alemana. Las modificaciones esenciales de los tratados, de los progra­
mas de integración y de la legitimación de las acciones de la Comunidad requieren 
una modificación formal, que a su vez exige la nueva aprobación por parte de los 
parlmnentos de los Estados mj¡.:mhros4~. 

1" 

H, 

Sentencia B.2 b) Y BLECKtl.1ANN/PIEPm, Maastricht, die grundgesetzliche Ordnung und 
die Superrevisionsinstanz, RlW 1993,969,972. 
Sentencin, C'.1.2.bl). 
Sentencia TJCE. von GI~ND & Loo:,;. Rec.cit; Sentencia TJCE, Lebcrpfennig, ap. 9/70, 
Rec. 1970, p. 825. 
Sentencia. e J 2.b2). 
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Resulta notable la diterencia con respecto a la anligua consonancia observada en 
la interpretación de los respectivos "rexlOS constitucionales" , es decir~ la interpreta­
ción de los tratados europeos por parte de la C0I1e de Justicia Europea y de la 
Const itución alemana por parte del Triblmal Federal Const itucional. Mientras que en 
la década del sesenta y del setenta el Tribunal h :dLTa l Constitueion<Jl aceptaba y 
sostenía la interpretación favorable a y en fomento de la integración de la legislación 
comwlÍtaria por partl..! dI..! la Corte de Justicia Furopea, que había dictaminado la 
suprl.!macía de la lcgis ladún comw1itaria frente al derecho nacional y su ap)ü:abil i­
dad directa, actualmente pone un freno a esto en la dccisiún acerca del Tratado de 
Maastricht , e inclusive llega a estahleccr expresamente que la interpretación modifi­
catoria de los tratados comunitarios por pal1e de la Corre de Justicia Europea no 
produciría en Alemania un efecto vinculante y que los órganos estatal es alemanes 
están impedidos, por razones cOllstitucionaks. de! aplü:ar los ados jurídicos de estas 
características. Seguramente esto no es COJTCdll . La Corte de Justicia Europea re­
suelve en forma vinculante, también para el Tribunal Federal Consti tuciona l, sobre 
la legitimidad de los actos de la Comunidad,lO¡ o sobre d conflicto de competencias 
entre la Comunidad y los Estados miembros, Si no es posible resolver el conll iclO de 
competencias, tanto la Corre de Justicia Eurupea como el Tribunal Federal Consti­
tucional no pueden resolver, por así decirlo. en "su propia causa" y, por lo tanto, la 
Comunidad debería remitirse él su origen internacional, que tendría por consecuencia 
la aplicación de un me¡;anismo para solución de lit igios propio del Ocrccho interna­
cional. 

Independientemente de ello, 10 que interesa en este análisis es porqué no existe 
mas la "consonancia de la interpretación", La causa de ello es que probahlemente la 
integración europea se esté aproximando al punto en el que deberá decidir si ingresa 
al nivel de tarmación de un Estado Federal Europeo, es decir, los "Estados Unidos 
de Europa", o si se confomla eon el estado dt: integración alcanzado. Para la COl1c 
ElU'opea de Justicia no resultó extraño pretender alcam.ar este nivel mediante una 
interpretación dinámica de los tratados comunitarios. por decirlo de algl'm modo, 
entrando por la pue11a de ntrás, a hUl1adillas. En cambio, d Tribunal Federal Consti­
tucional pretende evitarlo e insiste en lograr un Estado Federal Europeo no a través 
de la erosión latente de la estatalidad de los Estados miembros. sino so lam~,.'ntc. y en 
la medida que exista el consenso político. mediante una decisión clara, abierta y 
parlamentaria. 

El objeri vo de las consideraciones precedentes es dej<lr en claro en qué medida 
la participación de un Estado en la integración puede influir sobre la int\!rprctaciún 
de su Constitución. Una gran proporción de la Cnnstitución puede no verse nfectada 
por esta circunstancia y sólo debe ser interpretada por los órganos estatales compe­
tentes sobre la única base de la tradición jurídica nacionaL Pero cuando Ulla Consti+ 
tucióll se abre a la integración de un Estado a lilla Comunitlad inlcr- o supraestaral y 
se lrata de alcanzar el objeti vo de integración. no sólo queda afectada la interpreta­
ción del "artículo de integración" de la Consti tución. siendo cste 1<1 base consti tucio­
nal de esta Comunidad supra- O interesraral. En este caso es inevitable que la Consti­
tuc ión nacional ceda espac io al ordL!nami\:!nto legal supra- o interestatal. 

.', 
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Por otra parte, el tratado fundador de una entidad interestatal no debe ser some­
tido a la interpretación de los órganos propios de esta organización internacional 
como si fuera cualquier contrato de Derecho intemacional. Si las Constituciones de 
los Estados miembros complementan la "'Constitución" de la organización interna­
cional y si las competencias asignadas a la Comunidad y las competencias restantes 
de los Estados miembros conforman una integridad, entonces la interpretación de los 
tratados dc la Comunidad debe considerar por su pal1e las Constituciones nacionales. 
En cl caso ideal se produce una relación de cooperación, tal como lo posruló el Tri­
bunall,'cderal Constitucional para la protección europea de los derechos fundamenta­
les. r ,a evolución del principio jurídico-constitucional no escrito de "protección de la 
confianza" en el contexto de la anulación de actos administrativos es un ejemplo de 
ello: los FS[<ldos miembros dan cumplimiento a la legislación comunitaria europea. 
Lsto se aplica en particular par<l los casos de subvenciones sobre la base de actos 
jurídicos secundarios de carácter jurídico-comunitario. La Unión Europea (aún) no 
dispone de un Derecho Procesal Contencioso-Administrativo propio. Si por algún 
motivo la legislación comunitaria ordena bajo determinadas circunstancias el retiro 
de una subvención, esto dehe rcaliJ'.arse de conformidad con el Derecho Administra­
ti vo respectivo de los Estados miembros 50 . La orden incondicional de retiro de la 
subvención, basada en la kgislación comunitaria, se oponía al derecho del afectado, 
basado en el principio constitucional nacional de la protección de la confi~nza. Las 
jurisprudencias nacional y europea resolvieron c\- conflicto emanado de esta situa­
ción con una interpretación de aproximación recíproca. Mientras que la Corte de 
Justicia Europea adoptó el principio de la confianza digna de protección como un 
principio jurídico general para la legislación comunitaria51 

, la jurisprudencia nacio­
nal accedió, con respecto a la dignidad de protección concreta de la confianza, a 
considerar cn casos indi viduales los intereses de la legislación comunitaria dentro 
del marco existente de márgenes de discrecionalidad52 

. 

No obstante, esta cooperación llega a su límite cuando se afectan, por un lado, 
elementos básicos del tratado de integración y, por otro lado, ekmentos básicos de la 
Constitución de un Lstado participante en la integración. La solución de un conflicto 
de estas características requiere una rcftllma constitucional y, por consiguiente, una 
decisión política. 

V. INFLUENCIAS RECíPROCAS EN El. ÁMBITO DEL DERECHO ADMI­
NISTRATIVO 

Influencias recíprocas se encuentran no sólo a nivel constitucionaL sino también en 
el ámbito del Derecho Administrativo, el que, en todo caso, se encuentra detennina­
do por el Derecho Constitucional. 

El Derecho Administrativo es una materia jurídica que se encuentra marcada en 
especial medida por las particularidades de un pueblo, ya sea por una especial estruc­
tura y estilo administrativos53 

. Es por esto que ha sido llamado también "Derecho 
Constitucional concretizado", 10 que destaca su estrecha relación con el respectivo 

'" Scntcnclíl TJCE. Df.:utsche MiJchkontor, ap. 205. 325/82, Rec. 1983, p. 2633. 

Senlenciíl TJCE, KOlllmission/Deutschland, ap. 5/89, Rec. 1990, p. 3437 (3456). 

Por ejemplo OVG Münster, EuZW 1992, p. 286-287. 

[VI':RLlNG, NVw/ 1987, p_ 1 
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Estad0 54
. Sin embargo, hay que distanciarse de la antigua visión de que "el Derecho 

Constinlcional perece, el Derecho Administrativo permanece"~~. precisamente el 
Derecho Administrativo Alemán ha sido influenciado por el Derecho de las Comu­
nidades Europeas en un amplio espectro. Esto, ya que el Derecho de las Comunida­
des Europeas está compuesto por una serie de reglas de derecho administrativo. lo 
que ha sometido al Derecho Administrati va Alemán a la consecuencial necesidad de 
adaptación56

• Al nivel de las Comunidades Europeas existe en un amplio campo, en 
los tratados constitutivos (de las Comunidades) y en el derecho secundario, de de­
terminantes legislativas pam el Derecho Administrativo Especial. v.g. para el Dere­
cho Ambiental. el Derecho Agrario y Aduanero y del Derecho en materia de obras 
públicas. En contrario, en la Comunidad Europea falta una codilicaciún comprensiva 
del Derecho Administrativo GeneraL como se ha dado en Alemania a través de las 
Leyes de Procedimiento Administrativo de la federación y de los estados fcdera­
dos57

• A pesar dc ello, no es posible pasar por alto la cstrccha articulación entre 
Derecho Comunitario y Derecho Administrativo Alemán. El ingreso a un denso 
campo de relaciones jurídicas es la respuesta a las crecientes imbricaciones econó­
micas, sociales y ecológic<1s a nivel de 1<1 ComunidZld Europea, y a las llUev<1S tareas 
administrativas vinculadas a ellas5H 

. 

Esta influencia recíproca se muestra tanto en el Derecho Administrativo General 
como en el Derecho Administrativo Especial, así como en el Derecho de l.a Organi­
zacion y del Procedimiento Administrativo, en la ejecución administrativa y en el 
ámbito del contencioso-administrativo. 

La relación entre Derecho Europeo y Derecho Administrativo Alem¡Ín se de­
tennina, por lo pronto. según la regla general de la relación existente entre el Dere­
cho Comunitario y el dcrecho nacional. El efecto objetivo vinculante del Derecho 
Comunitario se extiende a todas las autoridades aleman<1s: de la Feder<1ción, de los 
estados federados, de las comunas y de los demás entes de la administración autó­
noma. Otro concepto cbve está dado por el principio, ya mencionado, de 1<1 supre­
macía del Derecho Comunitario. Concebido como primacía en la aplicación del 
derecho (al caso concreto), deja a salvo la existencia del derecho nacional que se 
oponga al Derccho Comunitario. Esto representa una solución menos drástica que la 
solución federal contemplada en el arto 31 de la Ley Fundamental ·el Derecho Fede­
ral prima sobre el Derecho Estadual-5Y

. Sin embargo, L'xiste para las autoridades 
administrativas alemanas, corno órganos del estado encarg<1do de la aplic<1ción del 
Derecho Comunitario -e independientemente de su inserción en el sistema estatal- un 
amplio deber de revisión y de inaplicabitidad (del derecho nacional que cOlltraveng<1 
el Derecho Comunitario). Esto excede con mucho los principios de la competcncia 
de revisión y recusación en el derecho administrativo alemún, según los cuales mu­
chas veces se le ha negado a la administración la facultad de prescindir dc nonnas, 
incluso de rango inferior a 1<1 lel/

lo . 
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Resulta clara la existencia de una posibilidad de intervención directa del Dere­
cho Comunitario en elUerecho Alemán, por la vía de la legislación comunitaria. No 
solamente por los tratados constitutivos, sino también por las ordenanzas dictadas en 
virtud de ellos y por las instrucciones de las directivas. el Derecho Administrativo 
Alemán se ve inf1uenciado y en muchos casos pierde totalmente su substancia. 

Junto al ámbito vertical Comunidad-Estado Miembro. también se empieza a 
modelar aquí la relación horizontal de los estados miembros entre sí. Con ayuda del 
concepto de reconocimiento introducido por la Comunidad Europea, en virnld del 
l:ual los estados están obligados a reconocer las medidas y actos administrativos de 
los demás estados miembros. la Comunidad ha echado por la borda el dogma del 
derecho alemán de la limitación territorial del actuar administrativo('¡ . En virtud de 
un ado jurídico comunitario obligatorio, el espacio jurídico alemán se ha visto 
abierto al derecho de los demás estados miembros, así como el derecho alemán ha 
encontrado aplicación en otros estados miembros. El Derecho Admistrativo nacio­
nal. con sus característicos rasgos de soberanía, ha sido modificado de una manera 
decisiva por el derecho comunitario a través de la desvinculación de su base ten'ito­
rial. en esta así llamada "des-fronterización,,(,l . 

En estrecha relación con el principio de la supremacía se encuentra la doctrina 
del efecto directo del Derecho Comunitario Primario y Secundario. Derechos subje­
tivos -que deben ser reconocidos directamente al panicular por palie de la adminis­
tración alemana- ya no se desprenden de disposiciones comunitarias en 'ias cuales 
son expresamcnte mencionados, sino que también, bajo determinadas condiciones, 
de preceptos que en apariencia sólo están configurados como derecho objetivo. di­
rigidos a los estados, como por ejemplo las libertades fundamentales del Tratado de 
la Comunidad Europea. Aquí también se cuenta el efecto directo de las directivas 
como resultado de la búsqueda, por parte del Tribwlal Europeo, de medios sanciona­
torios ante su deficiente incorporación y concretización por parte de los estados 
miembros. 

Reforzados por el deber de la interpretación cOnf()1111e al derecho comunitario, 
estas posibilidades de incidencia han calado profundo en el concepto constitucional 
del principio de legalidad de la administración. Mientras que antes sólo debía aten­
derse al derecho alemán, hoy día existe un amplio deber de sujeción de carácter 
europeo, donde este deber, y con él la seguridad jurídica, aparecen frecuentemente 
amenazados por la complejidad y las particularidades dogmáticas, sistémicas y de 
lenguaje de la Comunidad Europeaó

., . 

Junto a estas claras influencias se encuentran señales de una transformación 
indirecta, pero perdurable, del derecho alemán, que son presentadas bajo el concepto 
de "colisiones indirectas". Se trata aquí ele la ejecución del derecho comunitario por 
parte de las autoridades administrativas nacionales, las cuales deben aplicar el dere­
cho comunitario, en la medida en que existe, así como también. y complementaria­
mente, su der~chlJ adrninistrati vo nacional. En principio, en la ejecución indirecta 
debe actuarse según las reglas de forma y procedimiento del derecho nacional. 
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Restrictivamente, sin embargo, el Tribunal Europeo ha fijado la pretensión de 
acatamiento y de aplicación simultánea y Lll1itaria del Derecho Comunitario, y esta­
blecido así una doble exigencia por un lado, el derecho administrativo nacional no 
debe afectar la extensión y eficacia del Derecho Comunitario, ni impedirle cumplir el 
fin de la regulación. Por otro lado existc una prohibición de discriminación, en el 
sentido de que en la ejecución del derecho comunitario no pueden ser aplicadas 
disposiciones que sean menos favorables que aquellas aplicables en la ejecución de 
preceptos análogos del derecho interno(¡4 . 

De estas dos exigencias el Tribunal Europeo ha creado un instrumento flexible, 
que ha influenciado la administración alcmana en muchos úmhitos. Prccisamente del 
principio de la efectividad, según el cual todos los órganos administrativos naciona­
les deben reducir la posibilidad de que surja o perviva un estado contrario al Dere­
cho Comunitario, se desprenden numerosas consecuencias para los procedimientos 
administrativos nacionales y para la viabilidad de los instrumentos disponibles. 

Este deber de aplicar y ejecutar el derecho administrativo en considenlción al 
Derecho Comw1itario surje del mandato a la lealtad comunitaria contenido en el arto 
5 del Tratado de la Cornllllidad Europea. Así, el Tribunal Europeo ha decidido que 
los estados miembros están obligados a crear un sistema de controles administrativos 
y de controles locales, que asegure el cumplimiento de las condiciones de! Derecho 
de la Comw1idad Europea; e igualmente, que deben estahlecer un derecho adminis­
trativo penal o disciplinario para castigar contravenciones al derecbo comunitario(,~ . 

También pertenece a esta categoría la proscripción de potestades de decisión 
discrecional contemplados en una n0n113 nacionaL cuyo ejercicio pudiera privar de 
contenido al ordenamiento jurídico cOl1llmitario. La revocación de subvenciones 
contrarias al derecho comunitario, según el art. 48 de la Ley de Procedimiento Ad­
ministrativo, es un ejemplo de que el derecho de la Comunidad Europea otorga un 
menor rango a la protección de la confianza justificada. Que lo que ha sido tradicio­
nal en el derecho alemán, y en cambio, da mayor importancia a la eficiencia de la 
administración. 

Precisamente en el ámbito de la Teoría de la Discrecionalidad Administrativa, el 
Derecho Comwütario toma una senda distinta que la del Derecho Alemún, y la ad­
ministración alemana ha debido seguirla. Mientras que en el concepto del Derecho 
Alemán la discrccionalidad se restringe al ámbito de la decisión y selección en la 
apreciación de las consecuencias jurídicas, al nivel de la Comunidad Europea sc 
incluye también un margen de apreciación en la evaluación de la tipicidad 
(circunstancias del caso). 

En las distintas fonnas de articulación del Derecho Comunitario con la adminis­
tración alemana -piénsese, por ejemplo, en la completa aplicación del derecho de la 
Comunidad Europea por los estados miembros, el desarrollo por parte de ellos de los 
márgenes de acción que de el Derecho Comunitario, en su presencia como gestores 
de los intereses comunitarios o en la ejecución dc actos comunitarios singulares- se 
muestra empero que e! Derecho Administrativo Europeo se abre paso en el ordena­
miento jurídico alemán también a través de una "rec¡:pción voluntaria". Un ejemplo 
de ello es la introducción de un Ombudsman a nivel comunal o el manejo de una 
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interpretaclOll europea de conceptos en materias puramente nac¡ona¡c~66. Car·acte­
ríslico es que ello sucede sin la existencia de llil deber jlU"idico en este sentido, sino 
solamente en virtud del reconocimiento d e que de.tenninados conflictos pemli ten ser 
so lucionados en fonml más adecuada a través de los estándares europeos. 

Habiéndose ViSlO en las d isquisiciones anteriores las in fl uencias "desde arriba 
hada abajo", l:om:spondc ahora ir al anúlisb de aquellas t:n el sc:nt ido inverso. Nor­
mat iv(lmeme su punto de pan ida se ubica también en e l art. 5 del Tralado de la 
Ull ión Luropea. Este estab lece un deber recíproco de lea l cooperación entre los 
estados mielllbros y la Comunidad. dI.: ta l Illalll.:r<i que las lH!ecsidadl.:"s dd funciona­
miento de In Comunidad no pueden justificar clwlquier modificación de instinnos 
jurídicos nacionales. El deber de consideración por parte de los órganos comunita­
rios de los d"t.!cws sobre el derecho administrati vo nacional consti tuye la contraparti­
da de una instrumentalización irrefrenada del derecho admini strativo alemán a través 
de l derc(,.;ho cOlllunitario(" . 

En este contexto hay que hacer presente la inexist.encia de instl1Jmentos de di­
rección y supervigi lancia. a través de los cuaJes la Comunidad F.uropl.:.'a pudiera im­
poner directamente e l acatamiento de las normas de l Derecho Comunitario por parte 
de las autoridad<.:s nacionales. A este déficit de facultadL: s impL:l"ativas de [a Comuni­
dad Europea corresponde el que la sumisión fáctica de las autoridades nacionales a 
una illstrucdún de la Comunidad en la ap licación de Uerecho Comunitario, en contra 
de su propia convicción j uríd ica, representaria una violnción al mand .. to constitucio­
nal de la vinculación de la administración a la ley y al derecho, contenido en e l arL. 
20 inciso 111 de la Ley Fundamenta lnR

• 

La infl uenc ia del Derecho Administrati vo Alemán en el Derccho Comunitario se 
hace patente en su imponancia como depós ito y fuente del conocimiento jurídico 
para regulaciont:s C:l1ropt:as. Aquí son lundamentale!> los principios generales del 
den.:cho comunes a los ordenamientos jurídicos de los estados miembros. ya que 
aquí los derechos administrativos nacionales constinlyen la verdaderea base dogmá­
ti ca para el J)~recho Europeo en f0n11aciónó'I . 

Es un hecho que el Derecho Administrativo COITIWliUtrio ha sido irúluido de 
manera decisiva en e l dcsalTollo de sus principios fundantes del estado de derecho, 
por el Derecho Constit ucional y Administrativo Alemán. Por esta vía se ha abierto 
paso en la Comunidad el instituto j urídico del princip io de la proporcionalidad o el 
ya mencionado principio de la protección de la confianza j Llstitlcada. 

Lo mismo vale para lo!> principios C1lemC1nt:s dc:.l e~ lado de d..::rccho a los que se 
reClUTe 1.:01110 estándares de l Derecho Comunitario: así. por ejemplo. las reglas co­
Illunirarias se encue l1fran sometidas a las exigencias de una "suficienll': determina­
c ión. claridad y lransparcncia,,70 . Tampoco hay que olvida r una masa de Derecho 
Comunitario secunda rio inspirado en el pensamiento ¡us-administra ti vo a lcmán71 . 
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Más allá de eso, esta incidencia se hace visible en procedimientos de anu!<tciún y 
de reenvío prejuuicial, en los cuales la decisión del Tribunal Europeo ha sido de­
tenninada por planteamientos influenciados por las n(1\; ioncs jurídicas nacionales. El 
uso de la terminología nal.:ional por parte del Tribunal va por lo general de la mano 
l.:on la recepción del contenido de [os concspondicntcs institutos jurídi cos naciona­
Jes72 

. 

Lo anterior, obv i ament\.:~ nu sólo es válido para institutos del Derecho Adminis­
trativo alemán, sino también para los demás estados miembros. La mayor posibilidad 
de llegar a ser parte- dd Derecho Administrati vo Europeo la ti enen aquellas reglas 
que se encuentran de igual o similar fonlla ~n muchos o quizás en tudos los estados 
miembros de la Unión Europea. 

12 SCHWEIZER, Europaisches Verwaltungsrecht. 1991. p. 25fl . 
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